Contrapartida
De Computationis Jure Opiniones
Número 1610, octubre 19 de 2015

[bookmark: _GoBack]M
ediante la Resolución 533 de 2015, la Contaduría General de la Nación adoptó el marco normativo para entidades del gobierno. Nos gusta más esta expresión que la usada por las autoridades reguladoras del sector privado, marco técnico normativo. Mal puede llamarse técnico un marco que exige como elemento un planteamiento conceptual, teórico, filosófico, característico de los desarrollos de estándares desde la segunda mitad del siglo XX. En fin… Es cuestión de qué entendemos por técnico. No comprendemos por qué un marco técnico no puede ser de responsabilidad de técnicos o tecnólogos en contabilidad, sino que exigimos que se encomiende a profesionales de esta disciplina.
El mencionado marco normativo incluye el Catálogo General de Cuentas, como esperábamos que también se adoptara para el sector privado. Hemos censurado repetidamente la libertad planteada por el Gobierno, sus ministerios, el CTCP y las superintendencias. Ya nos llenamos de catálogos para cada entidad y estamos en ascuas con el proyecto de ley sobre el informe único. Cuando era tan fácil y conveniente echar mano de las taxonomías desarrolladas por IASB. Con la tradición de los planes únicos de cuentas, nuestros contadores habrían absorbido rápidamente las normas a través de este instrumento, que tiene la virtud de articular las cuentas con los estándares.
Otro elemento del marco normativo es la Doctrina Contable Pública: “La Doctrina contable pública está conformada por los conceptos que interpretan las normas contables, emitidos por el Contador General de la Nación, los cuales son de carácter vinculante.”. Así las cosas, este elemento equivale a las interpretaciones en el modelo de IASB. En el siglo pasado se estipuló que un buen sistema contable exige las interpretaciones y, consecuentemente, un organismo especializado en su preparación. En nuestro medio todas las autoridades administrativas, dentro de su competencia legal, tienen facultad de generar doctrina (véase el capítulo IV del Título Preliminar del Código Civil). Pero la expedida por las autoridades reguladoras y supervisoras tiene fuerza vinculante (Ley 1314 de 2009). No así la que proviene del Consejo Técnico de la Contaduría Pública (artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo). La doctrina de los particulares, especialmente la de los académicos, influye significativamente en la construcción de estándares, como se aprecia en muchos documentos del personal de planta de IASB. Hay dogmáticos y hay eclécticos. Las autoridades tienden a situarse en aquel grupo y los profesionales en ejercicio en éste. Los empresarios suelen ser fieles a la doctrina económica. La investigación contable tiene el deber de esforzarse por la verdad, lo cual empieza por la declaración de sus preconceptos y de sus vínculos, desde los cuales formula su doctrina. Desafortunadamente muchos han convertido su papel doctrinante en una especie de cruzada. También aquí hay que aprender a dialogar.
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